
 

1 
 

                
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

Pachuca de Soto, Hidalgo, a once de julio de dos mil dieciocho.  

 
Sentencia Definitiva que resuelve el Procedimiento Especial 

Sancionador TEEH-PES-018/2018, declarando la INEXISTENCIA de 

las infracciones por violaciones a las reglas sobre propaganda 

política o electoral mediante la expresión de un discurso que genera 

violencia política de género, atribuidos al Partido Político MORENA, 

así como a su candidato electo a Diputado Local por el Distrito 

Electoral 18 con cabecera en el Municipio de Tepeapulco, Hidalgo. 

 
GLOSARIO 

 

 

AUTORIDAD 

INSTRUCTORA/IEEH 

 

INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL DE HIDALGO. 

 

CANDIDATO ELECTO JORGE MAYORGA OLVERA, CANDIDATO ELECTO A 

DIPUTADO LOCAL POR EL DISTRITO ELECTORAL 18, 

CON CABECERA EN EL MUNICIPIO DE TEPEAPULCO, 

HIDALGO 

CENTRO DE JUSTICIA PARA 

MUJERES 

CENTRO DE JUSTICIA PARA MUJERES DEL ESTADO 

DE HIDALGO.  

 

CÓDIGO ELECTORAL CÓDIGO ELECTORAL DEL ESTADO DE HIDALGO. 

 

CONSEJO DISTRITAL CONSEJO DISTRITAL ELECTORAL 18, CON CABECERA 

EN TEPEAPULCO, HIDALGO. 

 

CONSEJO GENERAL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ESTATAL 

ELECTORAL DE HIDALGO. 

 

CONSTITUCIÓN FEDERAL CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. 

 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL 
SANCIONADOR 

  
EXPEDIENTE: 

DENUNCIANTE:   MAIKA ORTEGA 
EGUILUZ, CANDIDATA A DIPUTADA 
LOCAL POR EL DISTRITO 18, 
POSTULADA POR EL PARTIDO 
REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 
 
DENUNCIADOS: PARTIDO POLÍTICO 
MORENA Y SU CANDIDATO A 
DIPUTADO LOCAL POR EL DISTRITO 
18, JORGE MAYORGA OLVERA. 
  
MAGISTRADA PONENTE: MÓNICA 
PATRICIA MIXTEGA TREJO. 
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CONSTITUCIÓN LOCAL CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE HIDALGO. 

 

DENUNCIANTE MAYKA ORTEGA EGUILUZ, EN SU CARÁCTER DE 

CANDIDATA A DIPUTADA LOCAL POR EL DISTRITO 18, 

CON CABECERA EN TEPEAPULCO, HIDALGO; 

POSTULADA POR EL PARTIDO REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL.  

 

DENUNCIADOS 

 

 

 

 

DIRECCIÓN DE EQUIDAD  

DE GÉNERO DEL IEEH 

 

 

 

INSTITUTO DE LAS MUJERES 

 

MORENA 

PARTIDO POLITICO MORENA Y EL CANDIDATO 

ELECTO A DIPUTADO LOCAL POR EL DISTRITO 

ELECTORAL 18, CON CABECERA EN TEPEAPULCO, 

HIDALGO. 

 

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE EQUIDAD DE GÉNERO Y 

PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL INSTITUTO ESTATAL 

ELECTORAL DE HIDALGO. 

 

 

INSTITUTO HIDALGUENSE DE LAS MUJERES. 

 

PARTIDO POLITICO MORENA 

 

LEY ORGÁNICA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL 

ESTADO DE HIDALGO. 

 

PES 

 

PRI 

 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR. 

 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 

REGLAMENTO INTERIOR REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL 

DEL ESTADO DE HIDALGO. 

 

  

SALA SUPERIOR SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

SECRETARIO EJECUTIVO SECRETARIO EJECUTIVO DEL INSTITUTO ESTATAL 

ELECTORAL DE HIDALGO. 

 

TRIBUNAL 

ELECTORAL 

TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE HIDALGO. 

 

De las constancias que obran en autos y de lo expuesto por las 

partes, se desprende: 

 

ANTECEDENTES 

 
1.- Inicio del Proceso Electoral. Conforme al calendario electoral 

aprobado por el Consejo General, mediante Acuerdo CG/054/2017 

de fecha quince de diciembre de dos mil diecisiete, dio inicio el 

proceso electoral local 2017 - 2018 para la renovación del Congreso 

Local. 

 

2.- Registro de candidaturas. Con fecha veinte de abril de dos mil 

dieciocho, por acuerdos IEEH/CG/035/2018, IEEH/CG/043/2018, el 
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Consejo General aprobó el registro de candidaturas para Diputados y 

Diputadas Locales por el principio de mayoría, postulados por 

MORENA y el PRI, respectivamente, entre ellos, las del Distrito 

Electoral 18, con cabecera en Tepeapulco, Hidalgo. 

 

3.- Periodo de campañas electorales. A través del Acuerdo 

IEEH/CG/054/2017, el Consejo General determinó la duración del 

periodo de campaña electoral, el cual inició el domingo veintinueve 

de abril, culminando el miércoles veintisiete de junio del año en 

curso. 

 
- Trámite ante la Autoridad Instructora 

 
4.- Denuncia. Con fecha veintiocho de junio del año en curso, la 

ciudadana MAYKA ORTEGA EGUILUZ, promovió queja ante el 

Consejo Distrital en su carácter de candidata a Diputada Local, 

postulada por el PRI, en contra de MORENA y su Candidato por 

emitir un discurso el nueve de junio del año en curso, que genera 

violencia política de género en su perjuicio. 

 
5.- Radicación y Admisión. El veintinueve de junio de dos mil 

dieciocho, la Autoridad Instructora registró y admitió a trámite el 

expediente respectivo bajo la clave IEEH/SE/PASE/023/2018, fijó 

fecha y hora para la celebración de la Audiencia de Pruebas y 

Alegatos y dio vista a la Dirección de Equidad de Género del IEEH 

para que allegara su opinión especializada. 

 
6.- Acuerdo de Recepción. En cumplimiento a la vista ordenada, el 

cuatro de julio de la presente anualidad, la Autoridad Instructora 

ordenó agregar a los autos el oficio IEEH/DEEGyPC/411/2018, 

suscrito por la Directora Ejecutiva de Equidad de Género del IEEH, la 

que a su vez ordenó dar vista al Centro de Justicia para Mujeres y al 

Instituto de las Mujeres. 

 
7.- Audiencia de Pruebas y Alegatos. Con fecha seis de julio del 

año en curso, se celebró la audiencia de Pruebas y Alegatos, 

compareciendo por escrito la quejosa y el candidato denunciado (a 
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quienes se les reconoció la calidad con la que comparecieron), no 

así MORENA, a pesar de estar debidamente notificado; se 

admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas y se formularon los 

alegatos correspondientes. 

 
- Trámite ante este Tribunal 

 
8.- Remisión del Expediente al Tribunal Electoral. En la misma 

fecha, el Secretario Ejecutivo, mediante oficio número 

IEEH/SE/DEJ/388/2018, remitió a este Tribunal el Expediente 

IEEH/SE/PASE/023/2018, con las constancias que integran el 

procedimiento que ahora se resuelve. 

 
9.- Trámite y Turno. Mediante acuerdo de fecha siete de julio del 

año en curso, el magistrado Presidente de este Tribunal ordenó 

registrar y formar expediente bajo el número TEEH-PES-018/2018 y 

lo turnó a la Magistrada Mónica Patricia Mixtega Trejo para su debida 

resolución. 

 
10.- Radicación y Cierre de Instrucción. En la misma data, la 

magistrada instructora dictó acuerdo de radicación y al no 

encontrarse pendiente diligencia alguna, en su oportunidad, decretó 

el cierre de instrucción poniendo en estado de resolución el presente 

procedimiento. 

 
C O N S I D E R AN D O S 

 

PRIMERO.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA: Este Tribunal 

Electoral ejerce Jurisdicción y el pleno resulta competente para 

resolver el presente PES siendo la vía idónea para denunciar, 

investigar y sancionar las quejas interpuestas en contra de los 

partidos políticos y sus candidatos a quienes se les atribuye la 

comisión de una infracción a la normativa electoral local, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos: 1°, 116 fracción IV, 

inciso O) de la Constitución Federal; 24 fracción IV y 99 apartado C), 

fracción IV, de la Constitución Local; 337 fracción II, 339, 340, 341, 

342 del Código Electoral, 1, 2, 16 fracción IV de la Ley Orgánica y 1, 

2, 9, 12 del Reglamento Interior. 
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Lo anterior tomando en consideración que se denuncia que el 

Candidato por MORENA al Distrito Electoral número 18 con 

cabecera en Tepeapulco, Hidalgo, pronunció un discurso el nueve de 

junio del año en curso en el que se genera violencia política de 

género en perjuicio de la Denunciante. 

 
En ese sentido, este Tribunal resulta competente para resolver el 

Procedimiento Especial Sancionador en que se actúa, tomando en 

consideración que se denuncian hechos que tendrían incidencia en 

el Proceso Electoral Local en curso. 

 

SEGUNDO.- ESTUDIO DE FONDO. 
 
1.- Denuncia.  

 
La Denunciante expone en su escrito inicial de manera sintetizada y 

textual que: 

 
a) Se actualiza en su contra violencia política por razón de género 

con el discurso emitido por el candidato JORGE MAYORGA 

OLVERA del Partido MORENA el día nueve de junio de 2018 

aproximadamente a las 17:00 horas en la calle Francisco Villa sin 

número de la colonia 20 de noviembre de municipio de Tepeapulco, 

Hidalgo, ya que en una reunión con vecinos de la localidad el 

denunciado expresó que “en mi calidad de esposa, estoy siendo 

manejada por mi esposo, con el objeto de obtener las ventas de 

patrullas, de la agencia de vehículos kia de su propiedad. .  y que mi 

esposo es dueño de la Empresa Automotriz kia, y se benefició de la 

relación conyugal con que tiene con la suscrita, al haber vendido 

patrullas al Gobierno del Estado de Hidalgo… se actualiza en virtud 

de la aseveraciones que realiza en campaña político electoral y que 

solo tiene como objetivo denostar a mi persona ante los vecinos que 

asistieron a esa reunión lo cual implican una discriminación en mi 

contra y en mi condición de mujer, pues el denunciado 

implícitamente argumenta que la suscrita Mayka Ortega Eguiluz, en  

mi calidad de esposa, estoy siendo manejada por mi esposo, con el 
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objeto de obtener la venta de patrullas, de la Agencia de vehículos 

de su propiedad… implica un impacto diferenciado en mi persona 

como candidata a Diputada, en mi calidad de mujer, afectando 

gravemente mi imagen, sin fundamento alguno, por lo que debe 

considerarse que este acto de violencia política de género, puede 

generar afectaciones irreparables en el proyecto de vida y ejercicio 

de mis derechos político electorales…” (sic); para lo cual formula las 

alegaciones pertinentes para sostener su pretensión y aporta las 

pruebas que consideró idóneas para tal fin. 

 
2.- Argumento del Denunciado. 

 
En escrito de seis de julio del año en curso, el candidato denunciado, 

compareció por escrito a la audiencia de Pruebas y Alegatos, 

manifestando, en lo importante que: 

 

a) Son falsos los hechos denunciados porque la candidata asegura 

que en su discurso pronunciado ante ciudadanos afirmó que en su 

calidad de esposa estaba siendo manejada por su esposo con el 

objeto de obtener venta de patrullas de la agencia de autos Kia, y 

que para probar su dicho ofreció un disco DVD que contiene cinco 

audios en los que se escucha la voz de una persona del sexo 

masculino que trata de convencer a sus interlocutores para que 

voten por él, sin que exista certeza de que se trata del candidato 

denunciado. 

 
b) Que en caso de serlo, que del contenido de la prueba técnica 

aportada no se puede actualizar la violencia política denunciada 

porque en ningún momento se ofendió, denostó, estereotipó a la 

candidata por el simple hecho de ser mujer y esposa; tan es así que 

el audio no coincide con lo narrado por la denunciante porque nunca 

se escucha que se intente restarle adeptos a su oferta política con 

base en su papel de mujer, o bien el uso de palabras degradantes o 

humillantes relacionadas con su género; aportando las pruebas que 

estimó pertinentes. 
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Tocante al partido MORENA debe precisarse que, a pesar de haber 

sido legalmente notificado, no compareció en el presente 

procedimiento en su carácter de Denunciado. 

 
3.- Fijación de la controversia. 
 
De lo trasunto, podemos advertir que la controversia a dirimir es si el 

discurso emitido el nueve de junio de dos mil dieciocho,  por JORGE 

MAYORGA OLVERA, en su calidad de candidato por el partido 

MORENA a Diputado Local del Distrito 18 con cabecera en 

Tepeapulco, Hidalgo, ante habitantes de la comunidad 20 de 

noviembre del Municipio de Tepeapulco, constituye violencia política 

de género en contra de la candidata MAYKA ORTEGA EGUILUZ, 

por el solo hecho de ser mujer; o bien, implica el ejercicio al derecho 

de libertad de expresión durante la contienda electoral que se 

desarrolla en la entidad. 

 
4.- Decisión. 

 
Del marco normativo aplicable al caso concreto, así como de los 

medios de prueba aportados por la recurrente se estima que NO le 

asiste la razón a la denunciante, por tanto se declara INEXISTENTE 

la infracción aducida, en virtud de los razonamientos expuestos a 

continuación. 

 
5.- Justificación. 

 
Resulta un hecho conocido que el tema de la violencia política de 

género ha sido ampliamente analizado por las distintas Salas del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y sus 

determinaciones han quedado plasmadas en diversas 

jurisprudencias, tesis relevantes y sentencias pronunciadas en lo 

atinente, donde el marco jurídico nacional aplicable al tema concreto 

emana de lo previsto en los artículos 1º, tercer y último párrafo y 4º, 

primer párrafo, 34 y 35 de la Constitución Federal, al prever: 

 
“Artículo 1o. 
… 
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Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 
derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
… 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, 
el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil 
o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.” 
 
“Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley…” 
 
“Artículo 34. Son ciudadanos de la República los varones y mujeres que, 
teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes 
requisitos: 
 
I.  Haber cumplido 18 años, y  
 
II. Tener un modo honesto de vivir.” 
 
“Artículo 35. Son derechos del ciudadano:  
 
I. Votar en las elecciones populares; 
 
II. Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, teniendo las 
calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de 
candidatos ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos 
así como a los ciudadanos que soliciten su registro de manera 
independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que 
determine la legislación; 
 
III. Asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en 
los asuntos políticos del país;…” 

 
De una interpretación sistemática de los numerales citados, se colige 

que los hombres y las mujeres gozan de los mismos derechos 

reconocidos en la propia Constitución Federal e instrumentos 

internacionales, entre los que se encuentra la posibilidad de 

participar en la vida democrática del país y cuya tutela queda a cargo 

de todas las autoridades estatales. 

 
De tales directrices constitucionales surge la Ley General para la 

Igualdad entre Mujeres y Hombres, que dispone en su artículo 1° que 

su objeto es regular y garantizar la igualdad de oportunidades y de 

trato entre mujeres y hombres; proponer los lineamientos y 

mecanismos institucionales que orienten a la Nación hacia el 

cumplimiento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y 
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privado, promover el empoderamiento de las mujeres y la lucha 

contra toda discriminación basada en el sexo. 

 
Además, en su artículo 5º contempla lo que debe entenderse por 

cada uno de los conceptos que deben tomarse en cuenta tratándose 

de la igualdad entre hombres y mujeres, a saber: 

 
“Artículo 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
 
I. Acciones Afirmativas. Es el conjunto de medidas de carácter temporal 
correctivo, compensatorio y/o de promoción, encaminadas a acelerar la 
igualdad sustantiva entre mujeres y hombres; 
 
II. Discriminación. Toda distinción, exclusión o restricción que, basada en 
el origen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, condición social o 
económica, condiciones de salud, embarazo, lengua, religión, opiniones, 
preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra, tenga por efecto 
impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la 
igualdad real de oportunidades de las personas; 
 
III. Discriminación contra la mujer. Toda distinción, exclusión o 
restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del 
hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o 
en cualquier otra esfera; 
 
IV. Igualdad de Género. Situación en la cual mujeres y hombres acceden 
con las mismas posibilidades y oportunidades al uso, control y beneficio de 
bienes, servicios y recursos de la sociedad, así como a la toma de 
decisiones en todos los ámbitos de la vida social, económica, política, 
cultural y familiar; 
 
V. Igualdad Sustantiva. Es el acceso al mismo trato y oportunidades para 
el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales; 
 
VI. Perspectiva de Género. Concepto que se refiere a la metodología y los 
mecanismos que permiten identificar, cuestionar y valorar la discriminación, 
desigualdad y exclusión de las mujeres, que se pretende justificar con base 
en las diferencias biológicas entre mujeres y hombres, así como las 
acciones que deben emprenderse para actuar sobre los factores de género 
y crear las condiciones de cambio que permitan avanzar en la construcción 
de la igualdad de género;…” 

 
En el ámbito internacional cobra aplicación el Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos 1  que en sus artículos 3 y 26 

dispone, entre otras cosas, que los Estados parte tienen la obligación 

de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos 

los derechos civiles y políticos enunciados en el Pacto; y en materia 

                                                 
1
 Ratificado por el Estado Mexicano el 24 de marzo de 1981 y publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 20 de mayo del mismo año. 
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política señala que todas las personas que cuenten con la 

ciudadanía tienen derecho a participar en los asuntos públicos, así 

como a tener acceso, en condiciones generales de igualdad a las 

funciones públicas de cada país. 

 
En el mismo sentido, la Convención de los Derechos Políticos de 

la Mujer en sus artículos II y III reconoce el derecho de la mujer para 

participar en las elecciones, para ocupar los cargos públicos y  

ejercer todas las funciones públicas en igualdad de condiciones con 

los hombres y sin discriminación. 

 
Por su parte, la Convención Americana Sobre Derechos 

Humanos 2  reconoce el derecho a la igualdad entre hombres y 

mujeres en su artículo 24 que relacionado con el diverso 23 disponen 

los derechos que gozarán las y los ciudadanos, entre los que se 

encuentran: a) participar en la dirección de los asuntos públicos, 

directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b) 

votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas 

por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 

expresión de voluntad de los electores, y c) tener acceso, en 

condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su 

país. 

 
Robustece lo anterior la Convención Sobre la Eliminación de 

todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer3 que señala 

como directriz de los Estados parte garantizar a las mujeres la 

posibilidad de la máxima participación en condiciones de igualdad 

con el hombre para un desarrollo pleno y completo de un país; 

precisando en su artículo 7 que se deben adoptar medidas para que 

se les permita votar en todas las elecciones y referéndum públicos y 

ser elegibles para todos los organismos cuyos miembros sean objeto 

de elecciones públicas; participar en la formulación de las políticas 

gubernamentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos 

                                                 
2
 Ratificado por el Estado Mexicano el 18 de diciembre de 1980 y publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 20 de mayo del mismo año. 
 
3
 Ratificada por el Estado Mexicano el 23 de marzo de 1981 y publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 12 de mayo del mismo año. 



 

TEEH-PES-018/2018 

 

11 
 

públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos 

gubernamentales; participar en organizaciones y asociaciones no 

gubernamentales que se ocupen de la vida pública y política del país. 

 
Así también la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar  la Violencia Contra la Mujer identificada 

como Convención de Belem Do Pará”4, establece entre otras cosas 

que se ejerce violencia contra las mujeres mediante cualquier acción 

o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o 

sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el ámbito público 

como en el privado; motivo por el que se debe garantizar que toda 

mujer ejerza libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, 

económicos, sociales y culturales que se reconozcan en los 

instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos, 

toda vez que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio 

de esos derechos. 

 
Éstos y otros instrumentos internacionales protectores de derechos 

humanos de la mujer fueron tomados en cuenta para la creación del 

Protocolo para Atender la Violencia Política Contra las Mujeres 

donde claramente se expresa que la violencia política contra las 

mujeres comprende todas aquellas acciones u omisiones -incluida la 

tolerancia- que, basadas en elementos de género y dadas en el 

marco del ejercicio de derechos político-electorales, tengan por 

objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o 

ejercicio de los derechos políticos o de las prerrogativas inherentes a 

un cargo público.5 

 
Parámetros que también fueron recogidos en el Protocolo para 

Atender la Violencia Política Contra las Mujeres por razones de 

Género en el Estado de Hidalgo6, y que de manera específica 

contiene los tipos de violencia que se puede ejercer sobre una mujer, 

entre las que se encuentran la violencia psicológica, violencia física, 

                                                 
4
 Ratificada por el Estado Mexicano el 26 de noviembre de 1996 y publicada en el Diario Oficial 

de la Federación el 19 de enero de 1999. 
5 Protocolo Para La Atención De La Violencia Política Contra de las Mujeres en Razón de 
Género, Edición 2017. 
6
 Publicado en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo el 25 de mayo de 2018. 
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violencia patrimonial, violencia económica, violencia sexual, violencia 

obstétrica y la que en el caso concreto nos interesa es la violencia 

simbólica contra las mujeres en la política que se  caracteriza por 

ser una violencia invisible, soterrada, implícita, que opera a  nivel de 

las representaciones y busca deslegitimar a las mujeres a través de 

los estereotipos de género que les niegan habilidades para la 

política.7  

 
Todo ello basado en “estereotipos”8 que son ideas preconcebidas y 

generalizadas sobre lo que son y deben hacer las mujeres y lo que 

son y deben hacer los hombres, en razón de sus diferentes funciones 

físicas, biológicas, sexuales y sociales; son patrones rígidos cuya 

transgresión tiende a ser sancionada socialmente, toda vez que 

resulta nocivo cuando niega un derecho, impone una carga, limita la 

autonomía de las mujeres, la toma de decisiones acerca de sus vidas 

y sus proyectos vitales, su desarrollo personal o profesional. 

 
Por tanto, la violencia política de género basado en la calidad de 

mujer constituye una cuestión de orden público para las autoridades 

electorales, que debe analizarse en cada caso concreto y de acuerdo 

a las pruebas allegadas al expediente para con ello propiciar una 

garantía de no repetición; ello acorde a lo plasmado por la Sala 

Superior en la jurisprudencia 48/2016 de rubro “VIOLENCIA 

POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES 

ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN 

DE DERECHOS POLÍTICOS ELECTORALES”9. 

 
Bajo esta línea de pensamiento, una vez establecido el marco 

jurídico que regula la infracción presuntamente cometida por el 

candidato en contra de la denunciante, es necesario señalar el 

contexto histórico y temporal en que se realiza el discurso público 

                                                 
7 Protocolo para Atender la Violencia Política Contra las Mujeres por razones de Género en el 
Estado de Hidalgo, Publicado en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo el 25 de mayo de 
2018. 
8
 Concepto contenido en la Ley Modelo Interamericana sobre Violencia Política contra las 

Mujeres, como mecanismo de seguimiento de la Convención de Belem Do Pará de mayo de 
2017 por la Organización de Estados Americanos. 
9
 Aprobada en la sesión pública de 02 de noviembre de 2016 y publicada en la Gaceta de 

Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Año 9, Número 19, 2016, páginas 47, 48 y 49. 
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ante habitantes de la comunidad 20 de noviembre del Municipio de 

Tepeapulco, Hidalgo. 

 
De dominio público es que en la entidad actualmente se desarrolla el 

proceso electoral 2017-2018 para la renovación del Congreso del 

Estado de Hidalgo, el cual inició el quince de diciembre de dos mil 

diecisiete y en el periodo que abarcó del veintinueve de abril al 

veintisiete de junio del año en curso, se desarrollaron las campañas 

electorales con el objetivo de que los candidatos debidamente 

registrados desplegaran todas las actividades dentro del marco de la 

ley para la obtención del voto. 

 

Luego entonces, podemos concluir que el discurso controvertido por 

el candidato sucedió dentro de tal etapa electoral, ya que 

presumiblemente fue el nueve de junio de dos mil dieciocho. 

 
Durante el desarrollo de las campañas electorales, la propaganda 

utilizada por los partidos políticos y candidatos debe sujetarse a lo 

previsto en el artículo 41 fracción III Apartado C de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone que en la 

propaganda política o electoral que difundan los partidos y 

candidatos deberán abstenerse de expresiones que calumnien a las 

personas. 

 
Del mismo modo los artículos 443 párrafo 1 inciso j) y 445 párrafo 1 

inciso f), de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, en concordancia con el diverso 25 párrafo 1 inciso o), de 

la Ley General de Partidos Políticos, disponen que se consideran 

como infracciones a la ley electoral el hecho que los partidos políticos 

y sus candidatos a través de su propaganda política o electoral 

utilicen expresiones que calumnien a las personas. 

 
En el ámbito local, el Código Electoral en sus artículos 126, 127 y 

132, prevén en lo atinente lo siguiente: 

  
“Artículo 126. Para efectos de este Código, la campaña electoral es el 
conjunto de actividades llevadas a cabo por los partidos políticos o 
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coaliciones, candidatos, fórmulas o planillas registradas y sus 
simpatizantes, para la obtención del voto. 
… 
Se contemplarán como actividades de campaña electoral: las reuniones 
públicas, asambleas, debates entre candidatos, giras, visitas domiciliarias, 
el uso de propaganda electoral y otros eventos de proselitismo que se 
realicen para propiciar el conocimiento de los objetivos y programas 
contenidos en la plataforma electoral que para la elección hayan registrado 
los partidos políticos o coaliciones. Éstas no tendrán más limitaciones 
que el respeto a la vida privada de los candidatos, fórmulas, planillas, 
autoridades y terceros…” 
 
“Artículo 127. La propaganda electoral es el conjunto de escritos, 
publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y expresiones que 
produzcan y difundan los partidos políticos y las coaliciones, sus 
candidatos, fórmulas, planillas, y los Candidatos Independientes; así como 
sus simpatizantes. 
 
Estará sujeta a las limitaciones siguientes: 
 
I. La que se difunda por cualquier medio deberá abstenerse de 
expresiones que calumnien a las personas;…” 
 
“Artículo 132. La propaganda y mensajes que en el curso de las 
precampañas y campañas electorales difundan los partidos políticos se 
ajustarán a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 6o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” 

 
De la lectura de los preceptos anteriores advertimos que durante las 

campañas electorales los partidos políticos y sus candidatos pueden 

hacer uso de propaganda electoral o cualquier otra actividad dirigida 

precisamente a la obtención del voto, ya sea a través de 

publicaciones, documentos o reuniones con ciudadanos de la 

demarcación territorial a la que pretenden convencer, sin más 

limitaciones que el respeto a la vida privada de sus contrincantes y la 

abstención a las calumnias. 

 
Sin embargo, también resulta evidente que durante esta etapa 

electoral cobra vigencia el derecho a la libertad de expresión que se 

encuentra protegido en los artículos 6 y 7 de la Constitución Federal, 

así como en los artículos 13 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos. 

 
Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

han hecho un especial énfasis en patentizar que la libertad de 

expresión constituye una precondición de la vida democrática, 
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reconociendo, en el amparo en revisión 91/2004 resuelto por la 

Primera Sala que la conexión entre la libertad de expresión y la 

democracia, justifica que se proteja de manera especialmente clara y 

enérgica el derecho de la persona a expresar sus ideas en materia 

política, y que otro tipo de discursos expresivos estén mucho más 

desconectados de la función que otorga a estos derechos su singular 

posición dentro del esquema estructural de funcionamiento de la 

democracia representativa. 

 
Agregó que la libertad de expresión tiene una dimensión individual, 

relacionada centralmente con la autonomía de las personas, es decir 

con la posibilidad de expresar sus ideas, respaldar o criticar las de 

otras personas, además de difundir información de todo tipo, lo que 

permite tomar decisiones sobre sus propias vidas y actuar en 

consecuencia. Pero también tiene una dimensión colectiva cuando 

la sociedad decide vivir en democracia. 

 
En esta última dimensión, resultan indispensables las 

manifestaciones colectivas de la libertad de expresión, tales como el 

intercambio de ideas, el debate desinhibido e informado sobre 

cuestiones de interés público, la formación de una opinión pública 

robusta, la eliminación de los obstáculos a la búsqueda y recepción 

de información y la supresión de mecanismos de censura directa e 

indirecta. 

  
Argumentos que se contienen en la jurisprudencia 1a./J. 38/2013, de 

la Décima Época, número de registro 2003303, emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Libro XIX, abril de 2013, Tomo 1, página 538, de rubro y texto:  

  
“LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA 
DE PROTECCIÓN DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA. 
Para el análisis de los límites a la libertad de expresión, esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha adoptado el denominado "sistema dual de 
protección", según el cual los límites de crítica son más amplios cuando 
ésta se refiere a personas que, por dedicarse a actividades públicas o por 
el rol que desempeñan en una sociedad democrática, están expuestas a un 
control más riguroso de sus actividades y manifestaciones que aquellos 
particulares sin proyección pública alguna, pues en un sistema inspirado en 
los valores democráticos, la sujeción a esa crítica es inseparable de todo 
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cargo de relevancia pública. Sobre este tema, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos precisó, en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica y 
Kimel vs. Argentina, que el acento de este umbral diferente de protección 
no se asienta en la calidad del sujeto, sino en el carácter de interés público 
que conllevan las actividades o actuaciones de una persona determinada. 
Esta aclaración es fundamental en tanto que las personas no estarán 
sometidas a un mayor escrutinio de la sociedad en su honor o privacidad 
durante todas sus vidas, sino que dicho umbral de tolerancia deberá ser 
mayor solamente mientras realicen funciones públicas o estén involucradas 
en temas de relevancia pública. Esto no significa que la proyección pública 
de las personas las prive de su derecho al honor, sino simplemente que el 
nivel de intromisión admisible será mayor, aunque dichas intromisiones 
deben estar relacionadas con aquellos asuntos que sean de relevancia 
pública. La principal consecuencia del sistema de protección dual es la 
doctrina conocida como "real malicia" o "malicia efectiva", misma que ha 
sido incorporada al ordenamiento jurídico mexicano. Esta doctrina se 
traduce en la imposición de sanciones civiles, exclusivamente en aquellos 
casos en que exista información falsa (en caso del derecho a la 
información) o que haya sido producida con "real malicia" (aplicable tanto al 
derecho a la información como a la libertad de expresión). El estándar de 
"real malicia" requiere, para la existencia de una condena por daño moral 
por la emisión de opiniones, ideas o juicios, que hayan sido expresados 
con la intención de dañar, para lo cual, la nota publicada y su contexto 
constituyen las pruebas idóneas para acreditar dicha intención. En este 
sentido, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
observa que, dependiendo de su gravedad y de la calidad del sujeto 
pasivo, las intromisiones al derecho al honor pueden ser sancionadas con: 
(i) sanciones penales, en supuestos muy limitados referentes 
principalmente a intromisiones graves contra particulares; (ii) con sanciones 
civiles, para intromisiones graves en casos de personajes públicos e 
intromisiones medias contra particulares; y (iii) mediante el uso del derecho 
de réplica o respuesta, cuyo reconocimiento se encuentra tanto en el texto 
constitucional como en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, para intromisiones no graves contra personajes públicos e 
intromisiones leves contra personas privadas.” 

 
De lo precedente, resalta que la libertad de expresión considerada 

como un derecho humano de las personas tiene mayor ámbito de 

protección tratándose de procesos democráticos que se desarrollan 

en territorio nacional, en virtud de que las personas que deciden 

postularse para un cargo de elección popular se colocan por ese solo 

hecho en un plano de alta exposición a críticas más severas por 

parte de la ciudadanía, o incluso de sus adversarios, pues pueden 

ser interpelados sobre sus actividades anteriores al cargo público o 

incluso sobre su comportamiento desplegado en su ámbito privado, 

con el objetivo de contar con las mayores referencias de la persona 

que ha de desempeñar un cargo de elección ciudadana, y que 

derivado de ello el electorado cuente con la información suficiente 

para la emisión de su sufragio. 
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Bajo las anteriores directrices, este órgano jurisdiccional colegiado 

parte de la premisa de que la denunciante, al decidir contender en el 

proceso electoral 2017-2018 para la renovación del Congreso del 

Estado de Hidalgo, se constituyó como una figura pública que debe 

soportar una intromisión más intensa en la privacidad que los 

ciudadanos que no tienen esta calidad, porque durante el periodo de 

campaña electoral se debe privilegiar el debate político y, por tanto, 

se maximiza el derecho a la libertad de expresión, con el propósito 

de informar al electorado, para que de esta manera pueda contrastar 

las propuestas de los candidatos, identificar los pros y los contras de 

las mismas y llegado el momento, ejercer responsable y 

sustantivamente su voto. 

 
Sirve de sustento la tesis CCXXIII/2013, de la Décima Época, 

número de registro 2004022, emitida por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXII, Julio de 2013, 

Tomo 1, página 562, de rubro y texto:  

 
“LIBERTAD DE EXPRESIÓN. QUIENES ASPIRAN A UN CARGO 
PÚBLICO DEBEN CONSIDERARSE COMO PERSONAS PÚBLICAS Y, 
EN CONSECUENCIA, SOPORTAR UN MAYOR NIVEL DE INTROMISIÓN 
EN SU VIDA PRIVADA. En lo relativo a la protección y los límites de la 
libertad de expresión, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha adoptado el estándar que la Relatoría Especial para la 
Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos ha denominado como sistema dual de protección, en virtud del 
cual, los límites de crítica son más amplios si ésta se refiere a personas 
que, por dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan en 
una sociedad democrática, están expuestas a un más riguroso control de 
sus actividades y manifestaciones que aquellos particulares sin proyección 
alguna. En tal sentido, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que la doctrina que ha ido construyendo en la 
materia, a efecto de determinar cuándo puede considerarse que una 
persona es figura pública, no se refiere únicamente a los servidores 
públicos, pues las personas que aspiran a ocupar un cargo público, 
válidamente pueden ser consideradas como tales. Dicha conclusión no sólo 
es coincidente con la doctrina de este alto tribunal, sino también con el 
marco jurídico que sobre la materia ha emitido la propia Relatoría Especial 
para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, el cual señala que los discursos especialmente protegidos se 
refieren, entre otros, a los funcionarios públicos, así como a los candidatos 
a ocupar cargos públicos.” 

 
Sin embargo, durante dicho proceso electoral también debe cuidarse 

por parte de las autoridades electorales que el derecho a la libertad 

de expresión que se materializa en la propaganda y discursos que se 
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difundan por los candidatos y partidos políticos no propicie violencia 

política de género basado en el sexo de los contrincantes, ni las 

ideas expresadas sean por estereotipos o ideas preconcebidas que 

atentan contra la dignidad de las mujeres por el simple hecho de 

serlo; toda vez que la normatividad nacional e internacional urge a 

las autoridades establecer los mecanismos y ejecutar acciones 

afirmativas para lograr una participación igualitaria entre hombres y 

mujeres en la vida democrática del país. 

  
Así las cosas, para constatar que el discurso emitido por el candidato 

no constituye violencia política de género en contra de la candidata 

denunciante es necesario realizar un cuadro comparativo entre las 

afirmaciones de la denunciante y la transcripción que se hace en uno 

de los audios que se contienen en el disco DVD aportado, ello en 

virtud de que en los cuatro restantes no se hace alusión a su 

persona. 

 
Hechos narrados en la denuncia Transcripción del audio número 1 contenido 

en disco DVD 

Que la suscrita Mayka Ortega Eguiluz Candidata a 
Diputada por el Distrito XVIII al Congreso en el Estado 
de Hidalgo, en mi calidad de esposa, estoy siendo 
manejada por mi esposo, con el objeto de obtener las 
ventas de patrullas, de la agencia de vehículos kia de 
su propiedad y que mi esposo es dueño de la 
Empresa Automotriz kia, y se benefició de la relación 
conyugal con que tiene con la suscrita, al haber 
vendido patrullas al Gobierno del Estado de Hidalgo… 
 
Se actualiza en virtud de la aseveraciones que realiza 
en campaña político electoral y que solo tiene como 
objetivo denostar a mi persona ante los vecinos que 
asistieron a esa reunión lo cual implican una 
discriminación contra y en mi condición de mujer, lo 
anterior es así porque el C. JORGE MAYORGA 
OLVERA Candidato a Diputado, el denunciado 
expresó que mi esposo es dueño de la empresa 
Automotriz kia y se benefició de la relación conyugal 
que me une a él al haber vendido patrullas al 
Gobierno del Estado de Hidalgo… 
 
Lo expresado en su campaña político electoral por el 
C. JORGE MAYORGA OLVERA Candidato a 
Diputado implica un impacto diferenciado en mi 
persona como candidata a Diputada, en mi calidad de 
mujer, afectando gravemente mi imagen, sin 
fundamento alguno, por lo que debe considerarse que 
este acto de violencia política de género, puede 
generar afectaciones irreparables en el proyecto de 
vida y ejercicio de mis derechos político electorales, 
debido a que los actos de violencia están siendo 
usados para afectar o influir en el ánimo del 
electorado del Distrito XVIII  con sede en 
Tepeapulco… 
 
La desinformación que esta siendo difundida en los 
diversos municipios que integran el Distrito, la 
influencia que genera, implica una afectación a mi 
persona y a mi Candidatura a  Diputada y condición 
de mujer, pues tal pareciera como lo afirma el 

Quería el voto y ya, es lo que les digo fíjense 
porque yo trabajo en el tianguis, fíjense bien cómo 
esta el tianguis, cómo estados todos, pero por qué, 
porque ahorita que necesitan su voto viene a 
vernos, pero ya cuando quedan en el puesto por 
cierto de los pobres ni existen, de todos eh, de 
todos los tianguistas, de todo mundo de olvidan los 
políticos, es MAYKA ORTEGA ahorita por ahí 
escuche, vino a hace dos años a decirnos que iba 
a trabajar y que iba estar aquí al pendiente de 
nosotros y bla bla bla, y en dos años nada mas se 
dedicó a cobrar la quincena, irse a aplastar a 
Pachuca, hacer sus negocios porque su esposo es 
dueño de la Kia, y todo las patrullas que compró 
Gobierno del Estado se las compraron a la Kia, y 
ahí vemos como se lleva la lana, nada mas esta 
viendo sus intereses, y hoy dicen que no les 
alcanzó para robarnos bien dos años y que quiere 
otros tres, hoy se quiere reelegir como si de veras 
hubiera trabajado por nosotros, sin vergüenza, o 
sea, la verdad no es posible que el día de hoy nos 
quieran venir a decir que ahora si siempre va a 
trabajar, que no invente, yo por eso decido 
participar, y lo hago y con mucha pasión, porque la 
verdad es que nos han dejado completamente 
olvidados a nosotros los ciudadanos y hartos de 
esos políticos  que nada mas vienen en campañas 
políticas, yo quiero decirles que voy a estar muy al 
pendiente de ustedes… 
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denunciado, que en mi calidad de mujer y esposa, soy 
fácilmente manejable, inducida por mi esposo para 
que éste obtenga beneficios patrimoniales, amen de 
negar dichas afirmaciones y que en cuerda separada, 
estoy haciendo valer ante las autoridades 
competentes. 

 
En principio debe señalarse que la denunciante sustenta sus 

afirmaciones en la prueba técnica consistente en un disco DVD que 

contiene cinco archivos de audios, de los que solamente en uno de 

ellos se hace alusión a su persona, razón por la que esta autoridad 

únicamente hará referencia a éste; además oferta la instrumental de 

actuaciones y la presuncional en su doble aspecto. 

 
Al caso, es necesario recordar que los artículos 323, 324,  del Código 

Electoral, prevén la posibilidad de ofertar como medio de prueba, a 

las técnicas que son todos aquellos elementos aportados por los 

descubrimientos de la ciencia que puedan ser desahogados sin 

necesidad de peritos o instrumentos, accesorios, aparatos o 

maquinaria que no esté al alcance de la autoridad electoral; empero 

su ofrecimiento debe sujetarse a que el recurrente la aporte en el 

escrito inicial y señale de manera específica lo que pretende 

acreditar, identificando a las personas, los lugares y las 

circunstancias de modo y tiempo que reproduce la prueba, para que 

adminiculada con otros elementos crediticios pueda generar 

convicción en el juzgador al momento de emitir su resolución. 

 
Por lo que un medio de prueba de esta naturaleza, para producir 

efectos persuasivos en este órgano jurisdiccional debe: 

 
a) Ofrecerse en el escrito inicial; 

 
b) Expresar los elementos circunstanciales que se obtiene de la 

misma y lo que se pretende demostrar; y  

 
c) Adminicularse con algún otro elemento probatorio que con base a 

los principios de la lógica, la sana crítica y la experiencia, generen 

convicción sobre los hechos afirmados. 
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En este orden, se advierte que el primer presupuesto queda 

satisfecho en virtud de que la denunciante aportó la prueba técnica 

en su escrito inicial. 

 
En cuanto al segundo requisito, la denunciante omite detallar los 

elementos circunstanciales de modo, tiempo y lugar que pueden 

obtenerse de la prueba ofrecida, dado que en su escrito recursal se 

limita a expresar que en el disco DVD se aprecian y escuchan los 

pronunciamientos difamatorios, calumnias y manifestaciones de 

violencia política de género en su contra por parte del candidato 

denunciado, pero no indica en cuál de todos los audios y en qué 

minuto especifico se actualiza la violencia política de género que le 

causa perjuicio, incluso vale decir que ni siquiera señala la forma en 

que obtuvo dichas grabaciones, o bien en donde pueden ser 

consultadas. 

 

No obstante, es necesario juzgar con perspectiva de género en el 

presente asunto, en virtud de la materia denunciada, por lo que se 

analiza el desahogo del audio, procurando deducir tales 

circunstancias dentro del discurso del candidato tildado de violento y 

calumnioso. 

 
Por cuanto hace al tercer presupuesto, la prueba técnica aportada es 

el único sustento para acreditar sus afirmaciones; sin embargo, en 

términos de lo aludido en el párrafo anterior, se valorará el contenido 

de la misma al constituir el único medio con el que cuenta la 

denunciante y este Tribunal Electoral. 

 
 
Aunado a ello, la Sala Regional Toluca ha sostenido que, tratándose 

de violencia política de género, uno de los principales retos para el 

acceso a la justicia  y la reparación del daño es la forma en que 

habrán de probarse los hechos, dado que las circunstancias en que 

estos casos tiene lugar complican la obtención e interpretación de las 
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pruebas, por ello las autoridades que conocen de ellas deben de 

actuar con enfoque de género.10  

 

En términos de los lineamientos del Protocolo para Atender la 

Violencia Política Contra las Mujeres por razones de Género en 

el Estado de Hidalgo para estar en condiciones de afirmar que 

existe violencia de género en la política es necesario constatar los 

siguientes cinco elementos: 

 
1) El acto u omisión se dirija a una mujer por ser mujer al participar 

en el espacio público y político, basado en los roles o estereotipos de 

género que tradicionalmente le son asignados o impuestos; tenga un 

impacto diferenciado y desventajoso en las mujeres; y/o las afecte 

desproporcionadamente;  

 
2) El acto u omisión tenga por objeto o resultado menoscabar o 

anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos políticos-

electorales de las mujeres;  

 
3) Acontezca en el marco del ejercicio de los derechos político-

electorales o bien en el ejercicio de un cargo público, 

independientemente de que se manifieste en el ámbito público o 

privado, en la esfera política, económica, social, cultural, civil, etc., 

tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier 

relación interpersonal, en la comunidad, en un partido o institución 

política;  

 
4) El acto u omisión sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, 

físico, sexual y /o psicológico;  

 
5) Sea realizado por cualquier persona o grupo de personas -

hombres o mujeres-, en particular integrantes de partidos políticos, 

aspirantes, precandidatos o precandidatas, candidatos o candidatas 

a cargos de elección popular o de dirigencia partidista, servidores 

públicos, autoridades gubernamentales, funcionarios o autoridades 

                                                 
10 Expediente ST-JDC-215/2016 
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de instituciones electorales, representantes de medios de 

comunicación, el Estado o sus agentes.  

 

Aunado a lo anterior, la Sala Superior ha sustentado que, debido a la 

complejidad que implican los casos de violencia política de género, 

es necesario que cada caso se analice de forma particular para 

definir si se trata o no de este tipo de violencia. 

 

Adicionalmente, señala que la emisión de las expresiones base de 

las denuncias de violencia política de género, no implican 

automáticamente su configuración y, que para arribar a esa 

conclusión, es necesario realizar un estudio de las expresiones a la 

luz de los elementos que deben tomarse en cuenta para la 

actualización de violencia política de género. 

 

Dicho criterio es visible en la tesis XVI/2018, de rubro y texto: 

 

“VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA 
ACTUALIZAN EN EL DEBATE POLÍTICO.- De una interpretación 
sistemática y funcional de los artículos 1°, 6°, y 41, Base I, Apartado C, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como del 
Protocolo para Atender la Violencia Política contra las Mujeres, se advierte 
que para acreditar la existencia de violencia política de género dentro de un 
debate político, quien juzga debe analizar si en el acto u omisión concurren 
los siguientes elementos: 1. Sucede en el marco del ejercicio de derechos 
político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público; 2. Es 
perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, colegas 
de trabajo, partidos políticos o representantes de los mismos; medios de 
comunicación y sus integrantes, un particular y/o un grupo de personas; 3. 
Es simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico; 
4. Tiene por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce y/o ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres, y 5. 
Se basa en elementos de género, es decir: I. se dirige a una mujer por ser 
mujer, II. tiene un impacto diferenciado en las mujeres; III. afecta 
desproporcionadamente a las mujeres. En ese sentido, las expresiones que 
se den en el contexto de un debate político, en el marco de un proceso 
electoral, que reúnan todos los elementos anteriores, constituyen violencia 
política contra las mujeres por razones de género”. 

 
Bajo esa línea argumentativa,  realizando un contraste de los textos 

transcritos en el cuadro esquemático que se insertó y que contienen 

las afirmaciones de la denunciante y lo escuchado en el audio 1, 

obtenido de la prueba técnica desahogada, puede concluirse que las 

expresiones emitidas por el candidato si bien pueden haberse dado 

en un espacio público y estar dirigido a la denunciada, no se 



 

TEEH-PES-018/2018 

 

23 
 

acreditan los supuestos de violencia política de género que aduce en 

su demanda, en razón del contexto en que supuestamente se suscita 

la reunión pública dentro del periodo de campañas electorales, en 

una localidad del Distrito Electoral para el que contienden tanto la 

denunciante como el denunciado, no obstante, no se tiene la certeza 

del número de ciudadanos que estaban presentes al momento del 

discurso y principalmente no se evidencia que los comentarios 

expresados por el denunciado sean con el propósito de vejar, 

menoscabar, restringir, discriminar u ofender con un lenguaje 

despectivo a la denunciante por el hecho de ser mujer; sino que su 

emisión se da en el campo del debate público, como ente critico al 

desempeño de su labor como servidora pública. 

 
Sin que de la expresión: “es MAYKA ORTEGA ahorita por ahí 

escuche, vino a hace dos años a decirnos que iba a trabajar y que 

iba estar aquí al pendiente de nosotros y bla bla bla, y en dos años 

nada mas se dedicó a cobrar la quincena, irse a aplastar a Pachuca, 

hacer sus negocios porque su esposo es dueño de la Kia, y todo las 

patrullas que compró Gobierno del Estado se las compraron a la Kia, 

y ahí vemos como se lleva la lana, nada mas está viendo sus 

intereses y hoy dicen que no les alcanzó para robarnos bien dos 

años y quiere otros tres…” permita inferir a este Tribunal que lleva 

implícita dar a conocer que la denunciante tiene una relación de 

subordinación con su esposo, y que por ser mujer sea fácilmente 

influenciable por su cónyuge, que sea sumisa y que está bajo el yugo 

de su consorte, o que se restringa de alguna manera el ejercicio 

pleno de sus derechos político-electorales, sino que denota una 

postura crítica al desempeño de sus actividades como legisladora y 

contendiente en el actual proceso electoral. 

 

Además, porque no debe perderse de vista que tratándose de las 

campañas electorales, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación ha procurado maximizar el derecho humano a la libertad 

de expresión en el debate político, en donde es necesario proteger y 

alentar un debate intenso y vigoroso, con el propósito de que el 

electorado cuente con la mayor información posible que le permita 
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emitir un voto razonado; por lo que el ejercicio de la libertad de 

expresión e información ensancha el margen de tolerancia frente a 

juicios valorativos, apreciaciones o aseveraciones vertidas en esas 

confrontaciones, cuando se actualice en el entorno de temas de 

interés público en una sociedad democrática. 

 
Siendo importante recordar que durante el debate político resulta 

indispensable la libre circulación de ideas e información en relación 

al actuar de los gobiernos, instituciones, gobernantes, candidatos y 

partidos políticos por parte de los medios de comunicación, de los 

propios partidos y de cualquier persona que desee expresar su 

opinión u ofrecer información y en ese sentido la protección a la 

libertad de expresión se debe extender no solamente a 

informaciones o ideas generalmente aceptables o neutrales, sino 

también a las opiniones o críticas severas. 

 
Sustenta lo anterior, la jurisprudencia 11/2008 emitida por la Sala 

Superior, publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en 

materia electoral de año 2, número 3, 2009, páginas 20 y 21, de 

rubro y texto: 

  
“LIBERTAD DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. SU MAXIMIZACIÓN EN 
EL CONTEXTO DEL DEBATE POLÍTICO.- El artículo 6o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce con el 
carácter de derecho fundamental a la libertad de expresión e información, 
así como el deber del Estado de garantizarla, derecho que a la vez se 
consagra en los numerales 19, párrafo 2, del Pacto Internacional de 
Derechos Políticos y Civiles y 13, párrafo 1, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, disposiciones integradas al orden jurídico 
nacional en términos de lo dispuesto por el artículo 133 del propio 
ordenamiento constitucional. Conforme a los citados preceptos, el ejercicio 
de dicha libertad no es absoluto, encuentra límites en cuestiones de 
carácter objetivo, relacionadas con determinados aspectos de seguridad 
nacional, orden público o salud pública, al igual que otros de carácter 
subjetivo o intrínseco de la persona, vinculados principalmente con la 
dignidad o la reputación. En lo atinente al debate político, el ejercicio de 
tales prerrogativas ensancha el margen de tolerancia frente a juicios 
valorativos, apreciaciones o aseveraciones vertidas en esas 
confrontaciones, cuando se actualice en el entorno de temas de interés 
público en una sociedad democrática. Bajo esa premisa, no se considera 
transgresión a la normativa electoral la manifestación de ideas, expresiones 
u opiniones que apreciadas en su contexto, aporten elementos que 
permitan la formación de una opinión pública libre, la consolidación del 
sistema de partidos y el fomento de una auténtica cultura democrática, 
cuando tenga lugar, entre los afiliados, militantes partidistas, candidatos o 
dirigentes y la ciudadanía en general, sin rebasar el derecho a la honra y 
dignidad reconocidos como derechos fundamentales por los ordenamientos 
antes invocados.” 
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Asimismo, tiene aplicación la jurisprudencia 1a./J. 32/2013, de la 

Décima Época, número de registro 2003304, emitida por la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIX, Abril de 

2013, Tomo 1, página 540 de rubro y texto: 

 
“LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. EXPRESIONES 
QUE SE ENCUENTRAN PROTEGIDAS CONSTITUCIONALMENTE. A 
juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
existe una presunción general de cobertura constitucional de todo discurso 
expresivo. Cuando las ideas expresadas tienen por objeto exteriorizar un 
sentir positivo o favorable hacia una persona, resulta inconcuso que no 
habría una intromisión al derecho al honor de la persona sobre la cual se 
vierten las ideas u opiniones. Lo mismo puede decirse de aquellas ideas 
que, si bien críticas, juzguen a las personas mediante la utilización de 
términos cordiales, decorosos o simplemente bien recibidos por el 
destinatario. Lo anterior evidencia que no existe un conflicto interno o en 
abstracto entre los derechos a la libertad de expresión y al honor. Así, el 
estándar de constitucionalidad de las opiniones emitidas en ejercicio de la 
libertad de expresión es el de relevancia pública, el cual depende del 
interés general por la materia y por las personas que en ella intervienen, 
cuando las noticias comunicadas o las expresiones proferidas redunden en 
descrédito del afectado, pues en caso contrario ni siquiera existiría un 
conflicto entre derechos fundamentales, al no observarse una intromisión al 
derecho al honor. Es necesario matizar que si la noticia inexacta involucra 
a figuras particulares en cuestiones particulares no tiene aplicación la 
doctrina de la "real malicia", funcionado en su reemplazo los principios 
generales sobre responsabilidad civil, lo cual opera de la misma forma 
cuando se trate de personas con proyección pública pero en aspectos 
concernientes a su vida privada. Ahora bien, la relación entre la libertad de 
expresión y los derechos de la personalidad, como el honor, se complica 
cuando la primera se ejerce para criticar a una persona, de forma tal que 
ésta se sienta agraviada. La complejidad radica en que el Estado no puede 
privilegiar un determinado criterio de decencia, estética o decoro respecto a 
las expresiones que podrían ser bien recibidas, ya que no existen 
parámetros uniformemente aceptados que puedan delimitar el contenido de 
estas categorías, por lo cual constituyen limitaciones demasiado vagas de 
la libertad de expresión como para ser constitucionalmente admisibles. De 
hecho, el debate en temas de interés público debe ser desinhibido, robusto 
y abierto, pudiendo incluir ataques vehementes, cáusticos y 
desagradablemente mordaces sobre personajes públicos o, en general, 
ideas que puedan ser recibidas desfavorablemente por sus destinatarios y 
la opinión pública, de modo que no sólo se encuentran protegidas las ideas 
que son recibidas favorablemente o las que son vistas como inofensivas o 
indiferentes. Estas son las demandas de una sociedad plural, tolerante y 
abierta, sin la cual no existe una verdadera democracia.” 

 
Apoya las consideraciones antes vertidas lo expuesto por la 

Directora Ejecutiva de Equidad de Género y Participación Ciudadana 

como departamento especializado en violencia y equidad de género 

del IEEH, quien mediante su oficio IEE/DEEGyPC/411/2018 de tres 

de julio del año en curso, informó a la autoridad instructora que las 

expresiones emitidas por el Candidato, no encuadran dentro de las 
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hipótesis previstas en las leyes (nacionales e internacionales) de la 

materia que definen como violencia política de género en contra de la 

denunciante. 

 

Ello, dado que el discurso público fue emitido ante ciudadanos de 

una localidad en el marco de la libertad de expresión que no se basa 

en estereotipos que tengan un impacto diferenciado y desventajoso 

por su condición de ser mujer que pudieran afectar su imagen y 

reputación, ni tampoco tiene por objeto el menoscabo o anulación de 

sus derechos político-electorales; documental que acorde a lo 

previsto en los artículos 323 y 324 del Código Electoral posee la 

calidad de documental pública con plenos efectos probatorios; 

aunado a que su contenido no fue controvertido por la denunciante. 

 
6.- Efectos de la sentencia. 

 
Por lo expuesto en la parte considerativa de la presente resolución, 

este órgano jurisdiccional determina: 

 
1) Declarar INEXISTENTE la infracción aducida por la denunciante 

en contra de ahora candidato electo, dado que de las probanzas 

aportadas no se configura la actualización de conductas que deriven 

en violencia política de género en detrimento del ejercicio de sus 

derechos político electorales  y en el mismo sentido, por lo que 

respecta a MORENA por cuanto hace a la culpa in vigilando. 

 
2) Ante la posibilidad de que se trate de otro tipo de violencia, se 

dejan a salvo los derechos de la quejosa para que continúe con su 

defensa ante autoridades diversas, tal y como lo aduce en su escrito 

de denuncia al manifestar que se encuentra haciendo valer acciones 

ante las autoridades que estime competentes.11 

 
3) Que el Centro de Justicia para Mujeres en Hidalgo y el Instituto 

Hidalguense para las Mujeres, en vista de la información que les fue 

remitida por el Instituto Estatal Electoral por oficios 

IEEH/SE/DEJ/368/2018 y IEEH/SE/DEJ/369/2018, en el ámbito de 

                                                 
11 Visible a foja 07 del presente Expediente (último párrafo)  
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sus atribuciones, continúen las actuaciones que consideren 

pertinentes de conformidad a las atribuciones que legalmente tienen. 

 

RESOLUTIVOS 

 

PRIMERO.- Se declara inexistente la infracción denunciada en el 

Procedimiento Especial Sancionador instruido en contra del 

Candidato a Diputado Local por el Distrito Electoral 18, con cabecera 

en Tepeapulco, Hidalgo, JORGE MAYORGA OLVERA y al partido 

MORENA por cuanto hace a la culpa in vigilando, de acuerdo a los 

razonamientos vertidos en el considerando SEGUNDO de la 

presente resolución. 

 
SEGUNDO.- Dese cumplimiento a los efectos de la presente 

sentencia. 

 
NOTIFÍQUESE como en derecho corresponda a las partes 

interesadas. Asimismo, hágase del conocimiento público, a través del 

portal web de este Tribunal Electoral. 

 

Así lo resolvieron y firmaron por unanimidad las Magistradas y 

Magistrados que integran el Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo, 

ante la Secretaria General, Rosa Amparo Martínez Lechuga que 

autoriza y da fe. 

 


